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PRESIDE: — Señor Representante Ricardo Falero. 
MIEMBROS: Señores Representantes Eduardo Bonomi, Edgardo Ortuño y Daisy Tourné. 
ASISTE: Señor Representante Artigas A. Barrios. 


INVITADOS: Por la Asociación de Funcionarios Electorales, señor Edison Nuñez, Presidente y señora 
María Caffa, integrante de la Asociación. 


Por el PIT-CNT, señora Mabel Lolo y señor Juan Silveira. 


Por ADEOM-ROCHA, señora Rebeca Pereira y señores Ruben Lazo y Mario Valiero. 


SEÑOR PRESIDENTE (Falero).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de la Asociación de Funcionarios Electorales, 
integrada por la señora María Caffa y el señor Edison Núñez, en calidad de Presidente. Su presencia aquí 
obedece a una nota de fecha 4 de julio de 2003 que dice: "Por intermedio de la presente, nosotros, como 
funcionarios electorales sancionados por el mismo Organismo al que prestamos servicios -La Corte 
Electoral-, solicitamos a Usted una entrevista para informar y entregar los antecedentes que a nuestro parecer 
violan nuestros derechos como ciudadanos y nuestra ética moral y funcionarial.- Agradecemos desde ya su 


entrevista". Está firmada por las señoras Miriam Davoine y Graciela Rocha y por los señores Javier Núñez y 
Gerardo Pérez. 


Además, hicieron entrega de un memorándum con una circular que supongo que será la que da lugar a la 
sanción. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Allí figura la circular de 2000, sobre la que no tenemos ninguna desaprobación y la 
Circular N* 7458, a la que nos vamos a referir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a dar lectura a la Circular N” 7458, porque nuestros compañeros no la 
tienen. Dice así: "De acuerdo a lo establecido en los artículos 1”, 4” y 5” de la reglamentación aprobada 
el 25 de setiembre de 2000 y dada a conocer por la Circular N* 7339, la Corte Electoral en sesión 
celebrada el 29 del corriente adoptó resolución formulando precisiones respecto a la forma en que 
deben escriturarse las papeletas de adhesión a un recurso de referéndum.- La resolución mencionada 
establece lo siguiente: 'A efectos de dotar de garantías a las expresiones de voluntad de los inscriptos en 
el Registro Cívico Nacional, en aquellos casos en que la promoción de un recurso de referéndum se 
realiza mediante la presentación de papeletas y a fin de asegurar que la adhesión ha sido expresada 
libre y espontáneamente y no se ha visto desnaturalizada por actuaciones ajenas posteriores, la Corte 
Electoral resolvió hacer saber que los datos correspondientes al adherente que acompañan su firma e 
impresión digital deben ser escriturados con una sola tinta y escritura, con la mayor claridad, 
preferentemente con letra de imprenta, sin testaduras, raspaduras o similares, agregados o enmiendas. 
Si las hubiere, deberán salvarse con toda claridad bajo la firma e impresión digital del mismo 
adherente. Las hojas de adhesión que no se presenten en las condiciones indicadas o que contengan 
más de una inscripción cívica serán rechazadas". Esta circular es de fecha 30 de agosto de 2002 y lleva 
la firma del Presidente de la Corte Electoral, Carlos Urruty y del Secretario Letrado Antonio Morell. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Estamos aquí en carácter de funcionarios, tanto de los agremiados como de los no 
agremiados. Cuando nos dieron esta circular para notificarnos nos preocupó. La mayoría de los 
funcionarios tiene veinte o treinta años en el organismo y entre los sancionados se encuentran Jefes, 
Subjefes y administrativos de larga data y de mucha profesionalidad. En esta circular vimos un tenor 
que no se preveía en la circular anterior, la N* 7339, y tiene que ver con las expresiones "asegurar que 
la adhesión ha sido expresada libre y espontáneamente y no se ha visto desnaturalizada por 
actuaciones ajenas y posteriores", así como "con una sola tinta y escritura". Nosotros, que hicimos ese 
trabajo, sabemos que habían enmendaduras simples, que faltaba una letra o que a veces se había 
usado corrector, pero la adhesión estaba clarísima. Sin embargo, vimos cómo se desechaban y 
descartaban esas papeletas, lo que no nos pareció correcto como funcionarios. Entendemos que 
nuestros sueldos salen de mucha de esa gente que plasmó su adhesión en la papeleta. 


Por una Orden de Servicio N* 1164, del 20 de febrero de 2003, la Dirección -que son cargos de confianza- 
agrega otro ítem, en el que se establece que, entrada la papeleta a la Corte Electoral, en cada uno de sus pasos 
debe ser calificada. Anteriormente, eso sucedía solo cuando entraba la papeleta; en ese momento, eran 
rechazadas o aceptadas. Pero en esta Orden de Servicio N* 1164 se establece que en cada paso posterior al 
ingreso de estas papeletas pueden ser aceptadas o rechazadas. 


A grandes rasgos, el primer paso sería el ingreso y numeración de todas las papeletas, donde aceptaban o 
rechazan. Luego pasan al sistema informático en el que, de acuerdo con esta circular, también son aceptadas 
o rechazadas. Después pasan a dactiloscopía, donde nuevamente son aceptadas o rechazadas. Todo esto iría a 
una Comisión con control partidario para su posterior resolución. 


Ante esta eliminación tan grande de papeletas en primera instancia -estoy hablando del mes de febrero- se 
nos ocurrió hacer una nota de petición. Como funcionarios públicos pedimos información ante COFE y 
estamos patrocinados por el doctor Parrilla. Hicimos una nota colectiva ante la Corte Electoral para que se 
reviera esa circular, porque estábamos trabajando lesionando nuestra moral y ética frente a los firmantes. Nos 
basamos en los artículos 30 y 318 de la Constitución en los que se establece el derecho de petición. La 
Circular N* 7458 lesionaba la tarea que estábamos realizando con las firmas presentadas por la Ley 

N? 17.448, relativa a ANCAP; igual la cumplimos. La subordinación ante un jerarca se cumplió en todos sus 
aspectos, pero estábamos trabajando a desgano. 


Casi noventa funcionarios presentamos esta nota colectiva. La primera respuesta de la Corte Electoral ante 
esa nota de petición fue el 26 de marzo 2003. De ella podría destacarse el último considerando, donde figura 
una advertencia ante una próxima nota de petición, y la resolución final, que establece que la Corte Electoral 
resuelve rechazar por improcedente el planteo de los funcionarios comparecientes, con anotación en sus 
legajos personales. Concretamente, "en esta oportunidad, a fin de que sirva como factor que impulse a la 
recapacitación, solo se procederá a declarar la improcedencia de la comparecencia y planteo de los 
funcionarios, con anotación en sus legajos personales". Esto será tenido en cuenta en caso de reiteración. No 
soy muy letrado, pero en la Constitución no se establece en ningún lugar que un funcionario no pueda hacer 
una nota de petición. Con un "no a lugar" a mí me alcanzaba. Nos preguntamos si esa anotación en el legajo 
significa o no una sanción. ¿Es un demérito o no? Frente a los concursos ¿cómo será tomada? 


Hubo un concurso para Inspectores y el Vicepresidente, el señor Renán Rodríguez, se pronunció en contra de 
que los firmantes de la nota se presentaran. Pero esa propuesta salió negativa. Se pretendía que los 
funcionarios revieran sus decisiones, que pensaran su decisión sobre la circular. No queríamos tener ninguna 
anotación en el legajo por posibles deméritos, pero ¿por qué no íbamos a reiterar una nota de petición si fuera 
necesario, si es nuestro derecho? 


Con el correr del tiempo se dieron ciertas cosas, que siempre suceden en el ambiente público, y solamente 
treinta y cuatro funcionarios presentamos un recurso ante esa resolución de la Corte Electoral, pero no nos 
llamaron para hacer nuestros descargos. En ese sentido, la Corte Electoral nombra al doctor Sayagués Laso, y 
el doctor Parrilla, de COFE, también lo nombra pero en todo su contexto. Por eso es muy importante tomar 
una parte y la otra en su totalidad. Como no soy letrado no me meto en ese tema, se lo dejo a la Comisión. En 
ese recurso de revocación establecimos que la anotación en el legajo nos causaba agravio, así como el tema 
de la obediencia debida a que hace referencia varias veces la Corte Electoral. Jamás dejamos de trabajar, ni 
de cumplir esa circular, a pesar de estar en contra. Siempre respetamos a rajatabla la orden jerárquica. 


Después que presentamos este recurso de revocación, fuimos sancionados con tres días. Además, hubo un 
apercibimiento al abogado, lo que nos pareció algo arbitrario. Frente a aquel considerando de que si se 
reiteraba el planteo iba a ser tenido en cuenta en el legajo personal, ahora debía cumplir la sanción de tres 
días; es decir que se aumentó esa sanción. 


Esto desgastó bastante y solamente veintiún funcionarios vamos ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo para presentar otro recurso de revocación por los tres días de sanción; es bien "ligth", para 
que no digan nada. Simplemente expresamos que al amparo de lo dispuesto por el artículo 317 de la 
Constitución, se va a interponer el recurso de revocación contra la resolución de la Corte del 13 de mayo de 
2003. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué dijo la Corte de eso? 


SEÑOR NUÑEZ.- Todavía no se ha expresado y parece que no se va a expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué fecha tiene? 


SEÑOR NUÑEZ.- La verdad es que copiamos el original en blanco, en un documento madre, pero sin 
datos. 


De todas maneras, puedo decir que fue en el mes de mayo, y todavía no hemos recibido ninguna respuesta; es 
una incógnita. 


Somos funcionarios de la Corte Electoral desde hace años y hemos visto muchas elecciones, referendos y 
plebiscitos; no nos metemos en el partidismo, ni en nada que se le parezca. Los sancionados son de todos los 
partidos, de todos los colores. 


No nos creemos arrogantes por el hecho de ver una resolución de la Corte Electoral; simplemente, ejercemos 
un derecho de petición de que se revea esa circular. La verdad es que ha sido un duro golpe para todos 
nosotros, que hace años que trabajamos en la Corte Electoral; hay funcionarios más veteranos que yo, que 
hace treinta o cuarenta años que trabajan allí. ¿Será posible? No hemos cometido delito electoral; de ninguna 


manera, pero acusan al abogado de libelo y a nosotros de supinos. ¿Estaremos tan desprotegidos legalmente 
frente a esta Corte Electoral? 


SEÑOR PRESIDENTE.- O sea que van a presentar un recurso ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


SEÑOR NUÑEZ.- Exactamente. 


SEÑOR BONOMI.- Tengo entendido que en la anterior recolección de firmas se utilizaban distintos 
colores, había tachaduras, y me ha dicho que se quería enmendar esa situación. 


Quisiera saber si la circular se elaboró previo a la recolección de firmas o meses después. 


SEÑOR NUÑEZ.- Fue posterior; ya habían más de 200.000 firmas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También tengo entendido que, según la circular, se descartaban papeletas que 
habían sido llenadas con un color y firmadas con otro. 


SEÑOR NUÑEZ.- Así es; generalmente era azul y negro, negro y azul; también eran descartadas las 
que tenían diferentes tonos de azul. 


SEÑOR BONOMI.- ¿Qué pasó con el control de las papeletas después del petitorio que presentaron 
ustedes? 


SEÑOR NUÑEZ.- Realmente no sabemos. No puedo decir qué pasó. Por otra circular acorde, no 
puedo decir que en qué proceso está la Corte mientras esta no se pronuncie. Legalmente, por circular, 
respeto a la Corte y ese dato no puedo brindarlo. 


SEÑORA TOURNÉ.- Está clarísimo. 


SEÑOR ORTUÑO.- Solicitaría a los funcionarios o, en este caso a la Presidencia -si es que están en el 
"dossier" que nos acercaron-, los fundamentos jurídicos y los textos precisos de las resoluciones 
porque, francamente, así expuesto nos parece absolutamente grave la situación particular que están 
destacando, máxime en una institución cuyo principal objetivo garantizar los derechos más caros de los 
ciudadanos, como sustento y pilar del sistema democrático. 


En principio, saludo que los funcionarios estén contestes de esa función, pero quisiera conocer los 
fundamentos jurídicos de las actuaciones de la Corte Electoral porque, a primera vista, tengo la sensación de 
que, lamentablemente, los Ministros no han estado a la altura de sus responsabilidades. Eso nos preocupa, no 
tanto por la situación en particular, que es importante y califico de grave, sino por el antecedente que pueden 
suponer estas cuestiones en cuanto al ejercicio de la democracia directa. Sin duda, deberemos considerarlo 
políticamente a otro nivel. 


Concretamente, con respecto a esta Comisión y los temas que tenemos a estudio, nos preocupan los 
antecedentes sobre el relacionamiento de las jerarquías de la Administración Pública con sus funcionarios con 
relación al ejercicio de derechos que, desde mi punto de vista, están consagrados por la Constitución y por la 
ley. Por lo tanto, conocidos los fundamentos, veremos a nivel parlamentario cuáles son los caminos a 
recorrer. 


Adelanto mi enorme preocupación por el tema y mi compromiso de estudiarlo a fondo, porque creo que es 


aquí -si no se hace en otros ámbitos- donde deben salvaguardarse los derechos más elementales del sistema 
democrático. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este momento la información está en poder de la señora Diputada Tourné. 


SEÑORA TOURNÉ.- Quien no sale de su asombro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a reproducirla a efectos de que todos los compañeros de la Comisión 
tengan la versión original. 


Veremos qué pasos corresponde dar, ya sea en forma colectiva o individual. En la medida en que ustedes 
tienen el trámite en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, nosotros no podemos incidir en esa área. 
Será allí donde, en definitiva, el tema se termine de resolver, ya que es el órgano jurisdiccional adecuado 
cuando se trata de resolver los problemas entre trabajadores y empleados de la Administración Pública. 


De cualquier manera, esta Comisión va a analizar el tema y los mantendrá informados. 


SEÑORA TOURNÉ.- Quisiera hacer una aclaración. No me voy a referir al fondo del asunto, pero sí 
creo interpretar -y pido que los funcionarios electorales presentes me corrijan si no es así- que el 
planteo que traen a esta Comisión tiene que ver con las relaciones de los funcionarios públicos con sus 
jerarcas y no por el evento electoral en sí; reitero, es por la relación laboral y por una interpretación 
muy particular que parecen tener los jerarcas de lo que son los derechos laborales que asisten a los 
trabajadores públicos. 


En tanto ese es planteo y recordando una pregunta del representante de los trabajadores que decía: "entonces, 
¿quién nos protege?", nos están solicitando nuestra opinión. No es de estilo de esta Comisión debatir frente a 
las delegaciones, pero creo que si esa es la pregunta, deberemos estudiar adecuadamente la documentación y 
dar una respuesta a la delegación en cuanto a la materia relaciones laborales. De lo poco que pude ojear de la 
documentación, se trata de un tema muy delicado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por eso, señora Diputada, manifesté que tendremos, en forma colectiva o 
individual, alguna respuesta con respecto al tema y se la haremos conocer en el momento oportuno. 


Yo quería saber si los funcionarios de la Corte Electoral estaban recorriendo el trámite administrativo, y me 
lo han confirmado. 


SEÑOR NUÑEZ.- Cabe destacar que el sistema de nuestra Corte Electoral es ejemplar y que de la 
OEA siempre están llamando observadores que viajan desde acá. Pero ¿qué pasa puertas adentro? Eso 
es lo que nadie sabe. 


Tanto nosotros como ustedes estamos a favor de la gente. Creemos en el sistema parlamentario y lo 
apoyamos totalmente. 


SEÑOR BONOMI.- Quiero aclarar la pregunta que por razones internas no se me pudo responder. 
Creo que esta circular llevó, en un determinado momento, a un descarte de firmas. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Preferiría no abrir ese debate. 

SEÑOR BONOMI.- No voy a abrir el debate; solo quiero aclarar la pregunta. 


Esa circular llevó a un descarte tan grande que luego se corrigió. Se vio que era un disparate lo que se estaba 
haciendo y entonces hubo un control más adecuado por parte de las propias autoridades de la Corte. Yo 
quería confirmarlo, pero no me pudieron responder. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados, estamos a las órdenes y, 
seguramente, en cualquier momento los llamaremos. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Electorales) 


(Ingresa a Sala una delegación del Plenario Intersindical de Trabajadores, Convención Nacional de 
Trabajadores, y ADEOM, Rocha) 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a los representantes del PE-CNT, la 
señora Mabel Lolo y el señor Juan Silveira,y a representantes de ADEOM-Rocha, la señora Rebeca 
Pereira y los señores Ruben Lazo y Mario Valiero. 


Recibimos una nota sobre un tema que es de público conocimiento acerca de la situación de despidos -así 
como de anuncio de estos- de trabajadores de la Intendencia Municipal de Rocha, habida cuenta del estado de 
desastre que por aquellos lares tiene el Gobierno municipal. 


SEÑOR SILVEIRA.- Fundamentalmente, deseamos hacer una presentación del escenario en el cual 
nos encontramos. También deseamos hablar del papel que ciertamente desempeñó y desempeña la 
Central para buscar puentes y encontrar alternativas. 


El sábado próximo pasado tuvimos una reunión con el señor Ministro de Economía y Finanzas, el doctor 
Atchugarry, en la que los caminos para encontrar alternativas a la situación de Rocha cada vez se nos 
complican más. 


La sensación que por lo menos hemos tenido quienes hemos estado participando en una y en otra instancia es 
que, sistemáticamente, se viene cerrando una u otra puerta y tanto los trabajadores municipales como la 
población de Rocha son rehenes y están sufriendo un poco las consecuencias de lo que acá está planteado. 
Nadie niega el desastre en que hoy está Rocha -también es cierto que no es de ahora sino que viene de la 
administración anterior-; nadie niega la justeza del reclamo de los trabajadores y nadie niega que hay una 
emergencia social en Rocha. Sin embargo, quienes deben adoptar decisiones políticas para hacerlo hasta 
ahora no lo han hecho y los tiempos siguen caminando inexorablemente en detrimento de la salud, del ánimo 
y de la propia composición social de quienes lo único que pretenden es cobrar medianamente en fecha y, por 
lo menos, por lo que están trabajando. 


Lamentablemente, a esto se nos agregaron algunas actitudes en declaraciones públicas que, por lo menos, 
para nosotros no fueron felices. Cuando hablamos con el Intendente de Rocha planteamos muy claramente 
nuestra visión y de agitadores profesionales pasamos a ser respetuosos, gente ponderada que estaba buscando 
tender los puentes para encontrar salidas a la crisis. Posteriormente, pasamos a pretender dar un golpe de 
Estado porque entendíamos que había cosas que no se podían seguir permitiendo que se aceleraran y, 
fundamentalmente, tomar decisiones que atentaban inclusive contra lo que era un conflicto. Pondré un 
ejemplo muy claro: la contratación de personal para la limpieza de residuos en momentos en que los 
compañeros estaban y están en un conflicto por no pago, es algo que afecta directamente la credibilidad del 
Intendente, lo que es un elemento irritante para el conjunto de los trabajadores y mucho más cuando esto se 
hace en función de la necesidad de la gente de Rocha que no cuentan con trabajo. 


El último aspecto al que nos toca referirnos es que también hemos presenciado, tanto en la Junta 
Departamental como en el espectro político, un aislamiento brutal y tremendo del señor Intendente. Nadie 
cree en su palabra y ni siquiera en algo firmado por él; nadie lo respalda políticamente y en todas estas idas y 
venidas -en función a estos elementos que estamos señalando- la situación se sigue agravando y los 
elementos de solución no aparecen. Aquí hay un tema claro ya que se trata de un problema financiero, es 
decir, de dinero. La Intendencia no lo tiene; se plantea la situación al Gobierno central; el Ministro de 
Economía y Finanzas, el doctor Atchugarry, plantea que está al día y se han derivado las partidas, que las 
asume el BPS por el convenio que ha firmado con la Intendencia de Rocha. Simplemente dice que todo esto 
es positivo en algo, es decir, que como está cumpliendo el convenio con el BPS puede solicitar crédito. El 
tema es que quién va a dar crédito a la Intendencia de Rocha. Es decir, quién va a dar crédito a un Intendente 
que está desacreditado y aislado políticamente. 


Aquí simplemente estamos señalando la deuda que se tiene con los trabajadores, pero está toda la deuda con 
la asistencial médica, con el Banco República del Uruguay y con los proveedores. Hay todo un entorno de 
situación, en este sentido. Estamos convencidos de que acá la solución es política y son naturalmente los 
actores políticos quienes deberían efectivizar los pasos en ese sentido. 


Cedo el uso de la palabra al Secretario General de ADEOM-Rocha, el señor Ruben Lazo, para que exponga 
lo que sucede cotidianamente en ese departamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, le damos la palabra al señor Ruben Lazo, en representación de 
ADEOM-Rocha. Le pido si nos puede contar cuál es hoy la situación con respecto a los trabajadores y 
a la Intendencia. 


SEÑOR LAZO.- Antes que nada deseo agradecerles que nos hayan recibido. 


La situación actual de los trabajadores municipales es la siguiente. Se están debiendo alrededor de 
$ 90:000.000 en sueldos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Desde qué fecha? 


SEÑOR LAZO.- El último recibo de sueldo que recibieron los trabajadores fue en febrero de 2002. 
Después, se empieza a entregar partidas de dinero de diferente monto y cada uno de los sueldos que 
van generando los trabajadores por diferentes conceptos se ponen dentro de lo que se llama la bolsa del 
deudor, es decir, la deuda general de cada uno de los funcionarios en la que se van sumando los sueldos, 
el salario vacacional, los aguinaldos, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Quién administra esa bolsa del deudor? Aclaro que no entiendo muy bien lo 
que es. 


SEÑOR LAZO.- La administra la propia Administración a través de las oficinas de sueldos y de 
personal de la Intendencia. Cada sueldo, salario vacacional y aguinaldo generados se incluye dentro de 
la deuda personal de cada uno de los funcionarios de acuerdo con lo que gana y demás. 


La deuda se ha ido agrandando y en este momento está en alrededor de $ 90:000.000 y hay una situación 
totalmente diferente entre unos funcionarios y otros. Hay compañeros que están al día en los sueldos por 
diferentes razones. Una de ellas es porque reciben un sueldo chico y como nosotros no manejamos nuestro 
dinero debemos comprar en el expendio municipal que cuenta nada más que con carne y con leche. Los 
recibos de luz y de agua se ingresan a la Intendencia, la cual se hace responsable y lo baja de nuestro sueldo. 
En cuanto al tema de los remedios en las mutualistas entregamos la receta que nos da el médico, la llevamos 
a la Intendencia, la cual la hace sellar y a partir de ahí -con la receta sellada- concurrimos a la mutualista a 
levantar ese remedio. Se han dado casos de esta situación de compañeros que por diferentes enfermedades 
debieron recurrir a una licencia médica y no han recibido los remedios hasta después del reintegro al trabajo. 
Es decir que la Intendencia sabe que están enfermos, pero no cuentan con el tratamiento adecuado para curar 
esa enfermedad en tiempo y forma. 


Esos $ 90:000.000 se deben a más de mil funcionarios. Hay más o menos ochocientos que están al día por 
diferentes situaciones. Una es porque los sueldos son chicos y los funcionarios tienen que ir a la Intendencia 
para que esta les pague determinadas cosas, es decir que de alguna manera nos maneja la vida. Hay otros 
compañeros que están pasados en los sueldos desde hace mucho tiempo -se trata de cuarenta o cincuenta 
compañeros- y la Intendencia no ha podido saldar esa deuda que, en algunos casos, es de $ 50.000. O sea que 
la Intendencia les pagó sueldos por adelantado. 


En cuanto a esa cantidad de compañeros que están al día ha funcionado el sistema de Caja 8. Consiste en 
conseguir un contribuyente moroso -inclusive, hasta de la última cuota vencida-, el cual le entrega el dinero 
al funcionario municipal y este último le descuenta de su sueldo. Eso ha generado un ambiente que diría es de 
corrupción -por llamarlo de alguna manera- que consiste en que el funcionario con acceso a la información -o 
sea, el que está más cerca de la administración- sabe cuáles son los deudores, así como qué funcionarios son 
los que tienen bolsa. En un principio manejaron su propia bolsa y se cobraron por ese sistema casi todo el 
sueldo, y en algunos casos todo el sueldo, haciendo descuentos importantes y perdiendo parte de su sueldo. 
Por ejemplo, un contribuyente que debía $ 17.000 terminó pagando $ 12.000; el propio funcionario bajó de 
su sueldo los $ 17.000 pero perdió $ 5.000 en la negociación. Y después los funcionarios que tienen acceso a 
la información empezaron a hacer su negocio: conseguían un contribuyente, un compañero con bolsa y 


proponían el negocio. Le decían: tengo un contribuyente en determinadas condiciones; tú le bajas un tanto 
por ciento al contribuyente, me das un porcentaje a mí y yo te ato la situación. También hubo compañeros 
que financiaron contribuciones inmobiliarias de hasta $ 50.000 y en realidad cobraron dos o tres cuotas de 

$ 1.000. O sea que esos compañeros, si bien tienen bajado todo su sueldo por esa negociación que hicieron, 
no recibieron el dinero y no hay posibilidades de desarmar el negocio porque el contribuyente tiene los 
papeles como que está al día con la contribución y no los va a querer entregar. O sea que a través de esa Caja 
8, sin ningún tipo de control, se ha generado esta situación que estamos denunciado hoy y que hemos hecho 
pública en la prensa de Rocha y del resto el país. 


La Intendencia tampoco tiene un control sobre la recaudación con respecto a Caja 4 -esta ya no es Caja 8- 
porque contribuyentes rurales contratan empresas y en lugar de pagar los tributos a la Intendencia se los 
pagan a la empresa y lo que entra a la Comuna de Rocha son los papeles donde figura que por ese canje de 
tributos ya está saldada la deuda de ese contribuyente. Ahí se puede dar la misma situación de la Caja 8, es 
decir que en los papeles figuren que el contribuyente pagó $ 30.000 a una empresa y resulta que esta arregló 
por $ 20.000, porque no hay ningún control en ese sentido. 


También tenemos problemas con las mutualistas. Hay una deuda anterior de US$ 3:000.000 que aun no se ha 
pagado, a pesar de que se han intentado cantidad de negociaciones, pero ninguna ha fructificado. Se ha 
firmado un nuevo convenio -donde perdimos la cobertura para los familiares-, pero ya se están debiendo 
cuatro meses. En un principio, el convenio era bueno porque se fijaba una cuota por cada uno de los 
funcionarios de $ 550, pero al atrasarse se había estipulado en el contrato que la cuota subía a $ 750. 
Entonces, esa deuda de $ 1:050.000, que era la cuota que tenían que pagar por mes de los funcionarios 
municipales, se deben cuatro meses, por lo que esa deuda se agrandó a los $ 6:000.000 o $ 7:000.000, más 
los US$ 3:000.000 de la deuda anterior. 


Asimismo, hay problemas con el BPS, aunque parece que ahora se habría acordado mantener el convenio que 
se tenía a través de las partidas. No le liberaban el certificado pero, aparentemente, esa posibilidad ahora está 
arriba de la mesa. Las partidas fueron todas absorbidas por el BPS, por lo que no tiene partidas para cobrar. 


Se está debiendo en el Banco de la República US$ 2:000.000 que pidió el Gobierno anterior para pagar 
sueldos, aunque solo pagó una cuota. Una deuda anterior fue financiada a diez años y aprobada por la Junta 
Departamental, por la que se comprometía el IMESI. Ese convenio se firmó por US$ 38:500.000 mensuales y 
ahora el IMESI no da para cubrirlo, porque el dólar subió al doble. Por lo tanto, la deuda que se había 
financiado a diez años está atrasada, pero hay una Caja Nacional que se logró reabrir por ese convenio 
durante dos meses y aproximadamente 700 funcionarios lograron acceder a ella, pero no se pagó ni una 
cuota. O sea que se deben US$ 2:000.000, el convenio está caido porque el IMESTI no cubre la cantidad por la 
cual se firmó, más la Caja Nacional que sacaron los funcionarios cuando se firmó el convenio. También, a los 
efectos de que la Intendencia continúe funcionando, dio cheques para adelante y ahora esos cheques 
quedaron sin fondos, por lo que tiene las cuentas cerradas en todas las sucursales del país del Banco de la 
República, si no he entendido mal. 


Por eso se planteaba que la única posibilidad es una voluntad política de mandar algún tipo de partida 
especial. Lo que sucede es que en las puertas que hemos golpeado nos han dicho que el Intendente no tiene 
credibilidad, ni cuenta con apoyo político por el desastre administrativo y por sus propias acciones, ya que un 
día dice una cosa y otro otra. De alguna manera, por no tener ese apoyo, esa capacidad de negociación para 
buscar algún tipo de acercamiento con las diferentes fuerzas políticas para solucionar en parte el tema, se ha 
ido aislando al señor Intendente y con él a la sociedad de Rocha y a los funcionarios municipales. 


La Junta Departamental también está pidiendo la renuncia al Intendente, de acuerdo con alguna de sus 
resoluciones, que después se vamos a dejar en poder de la Comisión. En el día de ayer se reunió el Partido 
Nacional en Rocha y por diez votos en doce pidió la renuncia al Intendente. Por eso vemos que el Intendente 
se ha convertido en un escollo para encontrar una solución a la emergencia en la que estamos los trabajadores 
municipales, que es lo que queremos atacar en primera instancia. Hay compañeros que han vendido sus 
muebles para subsistir, que perdieron sus casas y que no pueden hacer frente a la cuota del Banco Hipotecario 
del Uruguay. Hay compañeros que tienen $ 50.000 o $ 60.000 para cobrar dentro de la Intendencia y están 
mandando a sus hijos a los comedores escolares. Obviamente que a los funcionarios municipales no les dan 
cuenta en ningún comercio de Rocha porque saben que no van a poder pagar. Toda esa situación social que se 
está dando es culpa de la mala Administración que ha llevado adelante el Intendente. 


En medio de este conflicto por el tema salarial, concretamente, aparece la destitución de una cantidad de 
funcionarios con menos de tres años en la actividad. El Estatuto de los Funcionarios de la Intendencia 
Municipal de Rocha establece que es potestad del Intendente destituir a aquellos trabajadores con menos de 
tres años en la actividad. Para cesar a los eventuales con más de tres años, tiene que haber mayoría en la 
Junta Departamental. El Intendente aplica el artículo que le permite destituir a los funcionarios que tienen 
menos de tres años en la actividad. Sin embargo, es una maniobra y una mentira más del Intendente, porque a 
la mayoría de los trabajadores que fueron cesados con menos de tres años se les está yendo a buscar a sus 
casas para que ingresen a trabajar con la promesa de hacerles un nuevo contrato una vez terminado el 
conflicto. Eso nos da la pauta de que el Intendente pretende desmovilizar a los trabajadores, porque si los está 
tomando otra vez quiere decir que no los destituyó por un tema de ahorro de dinero en el pago de sueldos. 
Por un lado los suspende y, por otro, los toma en negro, o sea que no hay contrato y si se lastiman no tienen a 
quién acudir. Entonces, hay una cantidad de compañeros que están ingresando a trabajar en esas condiciones. 
Esa es la situación general que hoy hay en Rocha. 


Obviamente, el conflicto cada vez se endurece más. Hay dos lugares más de la Intendencia ocupados y hay 
una carpa en la Plaza Independencia donde se produce un movimiento de toda la población de Rocha. 
Además, existe la posibilidad de seguir ocupando lugares en diferentes localidades, porque la gente entiende 
que debe haber una solución de fondo ya que no se puede resistir más esta situación. 


En su momento, los compañeros pudieron subsistir a través de ANDA, que les permitía comprar en los 
diferentes comercios, pero hoy no pueden porque si bien la Intendencia baja de sus sueldos la cuota, no la 
vuelca allí. Por lo tanto, hay una deuda importante con las cooperativas, que no permite que el trabajador 
pueda ir subsistiendo, vistiendo a sus hijos o comiendo por esa vía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El primer suplente del Intendente Riet Correa es de su mismo sector político 
o es una persona sin ninguna vinculación personal o familiar con él? 


SEÑOR LAZO.- El suplente del Intendente es Moreira Graña, que está integrando el Directorio del 
Banco Hipotecario del Uruguay. Eso fue una alianza que se hizo; no es familiar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Diputado Barrios. 
SEÑOR BARRIOS.- Agradezco a la Comisión por permitirme hacer uso de la palabra. 


Quiero manifestar una preocupación. Esta Comisión está integrada por todos los partidos políticos. 
Lamentablemente, no está presente ninguno de los integrantes que pertenecen a la coalición de Gobierno. En 
el tema de Rocha, más allá de que todos digan que el Intendente Riet Correa aparentemente no tiene nada que 
ver con nadie, tiene responsabilidad la coalición de Gobierno. ¿Por qué? A esta lucha que están llevando 
adelante los trabajadores se ha sumado el pueblo de Rocha. Sostengo que el conflicto dejó de ser gremial y 
sindical para ser social, de toda la sociedad de Rocha contra el Intendente; es el Intendente contra el mundo. 
Inclusive, el que se le quiera acercar no puede. El PIECNT hizo un trabajo tremendamente positivo -más allá 
del conflicto que se estaba generando- en cuanto al apoyo que estaba dando a los trabajadores y fue el que 
abrió caminos para que el Intendente pudiese negociar con el Gobierno y con el señor Ministro de Economía 
y Finanzas, pero también fue rechazado. Ha sido rechazada toda la sociedad de Rocha. 


Entonces, el problema ya no es de la sociedad de Rocha, ni del Intendente, porque cuando se transforma en 
un conflicto social pasa a ser un tema nacional, de Gobierno. Entonces, es realmente preocupante que en esta 
reunión no haya ningún representante de los partidos que integran el Gobierno. Parecería que no tienen nada 
que ver y realmente tienen muchísimo que ver. Son los responsables de que esto se arregle o no; son los 
únicos que tienen la posibilidad de dar una solución, aportando recursos como lo hicieron en otros momentos, 
en Administraciones del Partido Colorado, cuando se hicieron cosas muy parecidas a las del Intendente Riet 
Correa. Como dijo el señor Lazo, para pagar los sueldos en determinado momento, el Intendente Puñales 
obtuvo un crédito de US$ 2:000.000 del Banco de la República. Luego, para ponerse al día con el BPS, de 
acuerdo con una ley que se aprobó en este período de Gobierno, el Ministerio de Economía y Finanzas puso 
los fondos para la Intendencia de Rocha, así como para otras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo en que el tema es preocupante y, como legislador del 
departamento de Rocha, seguramente uno de los más preocupados es el señor Diputado Barrios. 


Por acuerdo, en la Comisión escuchamos a las delegaciones, no hacemos consideraciones de corte político y 
después, entre nosotros conversamos los pasos a dar. 


SEÑOR BARRIOS.- Pido disculpas por haber violado las normas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo su estado de ánimo; eso le pasaría a cualquiera. 


El rol de esta Comisión no es el de solucionar el tema políticamente en Rocha, porque hay autoridades para 
ello. Por eso pregunté si había personas identificadas y conocidas en la suplencia eventual del Intendente Riet 
Correa. 


El tema trató de resolverse políticamente. Inclusive, hubo una votación en el Senado de la República -a todos 
nos consta- que por dos votos no prosperó. Entonces, concretamente, esta Comisión puede trabajar en la parte 
de legislación que tiene que ver con el pago de los salarios. En ese sentido, hay temas para analizar -porque 
son profundos- en cuanto al desorden administrativo que, en definitiva, incide directamente sobre el salario 
de los trabajadores. Pienso que en esa línea, la Comisión considerará el tema y les hará saber a los 
trabajadores, a través del PIT-CNT o ADEOM-Rocha directamente, las decisiones que tome, en mérito a lo 
que acá se dice con respecto a la existencia de cajas y de bolsas que están fuera de cualquier contexto de 
ordenamiento jurídico que, por lo menos, nosotros conozcamos. 


Ese es un poco el estado de situación, y en función de eso es que vamos a trabajar. Veremos cuáles son las 
disposiciones que, a juicio de la Comisión, se están violentando desde el punto de vista jurídico en el 
ordenamiento laboral entre trabajadores municipales y Gobierno Municipal. 


SEÑORA TOURNÉ.- Simplemente para precisar y para que conste en la versión taquigráfica lo que 
comprendí que podía ser parte del planteo de la delegación, tanto del PIECNT como de los 
trabajadores y las trabajadoras municipales de Rocha. Creo que lo que han planteado es que están en 
una encrucijada de cierre de negociación, de no tendida de puentes, y se sienten algo así como rehenes 
de una situación; están pagando los platos rotos de una situación que los trasciende. Me da la 
impresión de que están buscando si a través de esta Comisión, además de valorar los aspectos de 
desconocimiento de las normas laborales -que a esta altura de la situación conflictiva, me parece 
filosofía-, se puede conseguir -lo planteaba el delegado del PIT-CNT- alguna especie de nexo político 
tendiente a solucionar lo que realmente preocupa: ni más ni menos que la manutención de mil familias 
de Rocha. 


Por ese lado, pregunto que si es concretamente una de las demandas que se le están haciendo a esta 
Comisión. 


SEÑOR SILVEIRA.- Es cierto. No digo que no haya conversación; el tema es que no hay solución y 
estamos bregando por soluciones. 


Vamos a decir lo mismo que transmitimos al señor Ministro Atchugarry el día sábado, cuando nos señalaba 
que desde el punto de vista del Gobierno ya había adelantado partidas, que estas iban al BPS y, por lo tanto, 
no se podía hacer absolutamente nada. Nosotros planteamos que el tema de Rocha desbordaba el tema 
departamental y que era una responsabilidad del Gobierno, no solo en función de la legalidad institucional 
sino también de una sensibilidad institucional, intentar encontrar la salida que, naturalmente, no está en el 
departamento de Rocha ni en el Intendente de Rocha sino en la parte política con poder de decisión. En ese 
marco, nosotros planteamos e insistimos que estamos a dispuestos a cualquier posibilidad de seguir abriendo 
puertas. Lo seguimos intentando por todos los medios. El problema es que, quizás, quien corta el bacalao o 
los representantes que puedan tener peso en la decisión no están acá. 


Lo cierto es que, sistemáticamente, en este proceso de deterioro, de desgaste y de degradación del ser 
humano, hay que vivir situaciones como la de pasar dos o tres días sin comer, tomando solamente leche u 


optando entre dar leche a los gurises y no comer uno. El problema es cómo intentamos subsanar esto, que es 
sumamente grave. 


Acá no entro en el otro tema, que es el desorden administrativo y las cobradas políticas que hay; existe un 
entorno que los propios actores políticos deberán definir. Nosotros planteamos el otro aspecto, el de los 
trabajadores, el aspecto humano, porque esta situación ya no da para más. Por eso los trabajadores están 
firmes, porque ya no tienen más nada que perder. Hay gente que ha perdido hasta la casa que había comprado 
porque no pudo pagar; hay quienes han sido desalojados por no pagar el alquiler. Entonces ¿qué más queda? 


SEÑOR LAZO.- Debo agregar que hay 1.550 recibos de UTE de los trabajadores municipales que no 
se pagaron; hay cerca de 400 cortes de servicio que se están aguantando por una gestión sindical y que 
el Directorio la tomó ante la situación imperante. OSE tiene un conflicto en Rocha para no cortar los 
servicios a los trabajadores municipales; hay aproximadamente 1.000 recibos de OSE y hay 
funcionarios que como hicieron convenio por el tema del saneamiento tienen recibos por $ 23.000 para 
ser pagados por la Intendencia porque esta se hizo cargo de esa situación. 


Otra de las denuncias concretas es que hay una cantidad de trabajadores que se han jubilado o han sido 
cesados por diferentes motivos y con ellos todavía se arrastra una deuda de $ 12:000.000, que va creciendo a 
medida que se van jubilando más trabajadores. 


¿Por qué decimos que la culpa de la situación económica de la Intendencia no es el exceso de trabajadores? 
Porque la Intendencia contrató empresas, contrató técnicos por miles y miles de pesos que no hicieron 
absolutamente nada porque no había dinero para hacer los trabajos que se habían previsto en ese sentido. Por 
lo tanto, no hay nada que nos indique que la culpa de la situación económica de la Intendencia Municipal de 
Rocha sea por el exceso de trabajadores. Donde en algún momento fuimos 2.700 trabajadores municipales, 
hoy somos 1.860. Quería dejar bien claro por qué pedimos el reintegro a sus funciones de estos trabajadores. 


SEÑORA LOLO.- Creo que a esta altura no es solamente un tema de mala administración, y se lo 
dijimos al señor Ministro el otro día. Acá no hay un tema de mala administración; hay un 
incumplimiento de la Constitución, de las normas del TOCAF, de la Ley_N” 9.515. Además, hay un uso 
de los dineros que es delictivo. Entonces, acá hay una responsabilidad de todos, porque cualquier 
ciudadano que no tuviera fueros políticos no estaba en la casa en esta situación. 


Los trabajadores están en el medio esperando que esa situación -que, en definitiva, es delictiva; no es mala 
administración; ya sobrepasó la mala administración- se solucione y se le paguen los sueldos. Hay algo que 
los compañeros ni dicen y es la depresión en ese departamento que ya ha desencadenado en suicidios. No es 
un tema para plantear a la Comisión, pero también hay que decirlo, porque no es menor. 


En el sistema en el que estamos viviendo, en el que apunta siempre a buscar la individual y a buscar la 
solución individual, ya no hay soluciones individuales ni colectivas; hay una corrupción permanente en las 
propuestas. Ahora plantean la posibilidad de canjear los cheques. Es algo que no está avalado por la Junta 
Departamental. 


El Tribunal de Cuentas no audita porque no es auditable. Entonces ¿cómo puede permitirse que haya una 
institución del Estado que haga cualquier cosa? ¡Es hora de que se solucione este tema! ¡Los trabajadores no 
pueden ser rehenes de esto más! Entonces ¿cualquiera hace cualquier cosa en este país y no pasa nada porque 
tiene fueros políticos? Alguien tiene que resolver esto. ¿Cuál es el organismo con competencia para 
resolverlo? Es este, a través de esta Comisión, a través del Gobierno central o de lo que fuera, pero no hay 
otra salida. ¿Quién lo va resolver? Además, si esto continúa ¿cómo va a terminar? ¿Qué van a hacer los 
trabajadores? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos claro todo y solicité a los compañeros de Comisión que se quedaran 
para conversar sobre este tema ahora mismo y ver qué podemos hacer. 


Agradecemos la presencia de nuestros invitados y también por haber planteado formalmente este tema en la 
Comisión -cosa que no había pasado hasta ahora- que nos permite tomar cartas en el asunto, porque de otra 
forma no lo podía hacer. 


(Se retira de Sala la delegación del PITCNT y de ADEOM-Rocha) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


